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Fundamentos de Derecho

Primero.—El artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye

a esta Sala la resolución para resolver los conflictos de jurisdicción que

puedan suscitarse entre órganos de la jurisdicción ordinaria y de la militar,

por lo que, a los solos efectos competenciales y sin prejuzgar en absoluto

cuanto pudiera decidirse en el juicio sobre los hechos encausados, ha

de reseñarse que, en principio y en este momento, con arreglo a lo que

se deduce de las actuaciones practicadas pueden plantearse —como ati-

nadamente expone el excelentísimo señor Fiscal Togado— dos hipótesis:

a) Que los hechos puedan considerarse como constitutivos de dos

delitos: Uno de allanamiento de dependencia militar, previsto y penado

en el artículo 61 del Código Penal Militar y por el que el Juzgado Togado

Militar Territorial número 18 se encuentra instruyendo Diligencias Previas

y otro de robo con fuerza en las cosas en grado de tentativa que es el

objeto del procedimiento abreviado del que viene conociendo el Juzgado

de lo Penal número 1 de Cartagena.

b) Que se entienda que se ha podido cometer únicamente el delito

de robo con fuerza en las cosas en grado de imperfección consumativa.

Pues bien, cualquiera que fuere la conclusión a que se llegase acerca

de las dos hipótesis planteadas, ha de llegarse a la conclusión, por las

razones que más adelante se exponen, de que el conocimiento de los hechos

enjuiciados corresponde al órgano de la jurisdicción ordinaria.

En efecto, si se mantuviera la tesis de que existe la concurrencia de

los dos delitos presuntamente cometidos, resultaría evidente que la entrada

del encausado, mediante escalamiento en el recinto militar tenía como

exclusiva finalidad la de apoderarse de alguno de los vehículos que se

encontraban estacionados en el lugar destinado para ello en dicho recinto

militar, como se desprende del hecho de ser sorprendido, cuando intentaba

arrancar uno de los citados vehículos.

Siendo ello así, habría de considerarse que los delitos presuntamente

cometidos son delitos conexos de acuerdo con los determinados en los

artículos 17.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal («los cometidos como

medio para perpetrar otro o facilitar su ejecución») y 15.3.o de la Ley

Orgánica 4/1987, de Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar

(«los cometidos como medio para perpetrar o facilitar la ejecución de otros,

procurar su impunidad o la aplicación de penas menos graves») y al pro-

ducirse tal conexidad, ha de estarse a lo establecido en el artículo 14

de la citada Ley Orgánica 4/1987 cuando señala que «la jurisdicción a

que esté atribuido el conocimiento del delito que tenga señalada legalmente

pena más grave, conocerá de los delitos conexos».

Dado que el delito de robo se encuentra legalmente castigado con pena

de prisión de uno a tres años (artículo 240 del Código Penal Común)

y el de allanamiento de dependencia militar con la pena de tres meses

y un día a tres años de prisión (artículo 61 del Código Penal Militar)

en el presente asunto, corresponde el conocimiento de los hechos enjui-

ciados al órgano de la jurisdicción ordinaria que está conociendo del delito

de robo, por aplicación del precepto antes transcrito de la Ley Orgánica

4/1987.

Si por el contrario, se mantuviera la tesis de la existencia de un solo

delito, el de robo, la solución a efectos competenciales ha de ser también

en favor de la jurisdicción ordinaria, al estar prevista dicha figura delictiva

en el Código Penal Común, sin precepto equivalente en el Código Penal

Militar, ya que los hechos no son subsumibles tampoco en ninguna de

las figuras punibles tipificadas en el Título IX del Libro II de este último

Código, como Delitos contra la Hacienda en el ámbito militar, tanto por

la condición de civil del sujeto activo como por las conductas descritas

en los artículos 189 a 197 de dicho texto punitivo.

Ha de significarse, que este criterio de posible comisión de un solo

delito, en supuestos similares al que ahora se plantea, es el que ha venido

sosteniéndose por esta Sala en las sentencias —citadas por el excelentísimo

señor Fiscal Togado— de 27 de diciembre de 1990, 21 de octubre de 1997

y 26 de marzo de 1998.

En efecto, en la primera de ellas —27 de diciembre de 1990, reseñada

también en la de 21 de octubre de 1997— se señala en su Fundamento

Jurídico Primero que los hechos «no pueden constituir simultáneamente

un delito de allanamiento de dependencia militar y de robo con fuerza

en las cosas... puesto que la esencia de éste es, precisamente, la penetración

violenta en lugar cerrado, invadiendo éste con ánimo de apoderarse de

algo, de modo que la conducta de los autores al entrar en un lugar militar,

forzando un puesto a fin de sustraer, con ánimo de lucro hilo de cobre

no es desdoblable, sino que debe ser subsumida en un único tipo, que

es de naturaleza común dado que la condición de civiles de los autores

excluye toda posibilidad de aplicar precepto alguno del Código Penal

Militar».

A ello ha de añadirse el razonamiento contenido en la sentencia de

esta Sala de 26 de marzo de 1998, cuando señala que «es evidente que

cualquiera sea la posible subsunción de los hechos investigados en relación

al Código Penal, lo cierto es que la penetración en el Acuartelamiento

carece de la entidad necesaria como para afectar los medios o recursos

de la defensa nacional, aunque sólo fuera poniéndolos en peligro», y que

como atinadamente señala el Ministerio Fiscal es el bien jurídico espe-

cialmente protegido por el artículo 61 del Código Penal Militar.

Todo ello lleva a la conclusión de que hemos de atribuir la jurisdicción

para conocer de los hechos enjuiciados en el presente asunto, a la del

orden penal ordinario, en este caso, al Juzgado de lo Penal número 1

de Cartagena.

Segundo.—Deben declararse de oficio las costas del presente conflicto

de jurisdicción por ser gratuito el procedimiento conforme al artículo 21

de la Ley de Conflictos de Jurisdicción.

En consecuencia,

Fallamos: Que decidiendo el conflicto positivo de jurisdicción planteado

entre el Juzgado Togado Militar Territorial número 18 de Cartagena y

el Juzgado de lo Penal número 1 de la misma localidad, respecto al cono-

cimiento de los hechos ocurridos en el Cuartel General de la Zona Marítima

del Mediterráneo, lo resolvemos a favor del Juzgado de lo Penal número 1

de Cartagena, al que se remitirán las actuaciones recibidas y se pondrá,

asimismo, en conocimiento del Juzgado Togado Militar Territorial número

18. Declaramos de oficio las costas.

Así, por esta nuestra sentencia, que deberá publicarse en el «Boletín

Oficial del Estado», lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Presidente:

Excmo. Sr. Don Francisco Javier Delgado Barrio.—Magistrados: Excmos.

Sres. Don José Francisco Querol Lombardero, don Joaquín Martín Canivell,

don Carlos García Lozano y don Adolfo Prego de Oliver y Tolivar.

BANCO DE ESPAÑA

1919 RESOLUCIÓN de 28 de enero de 2000, del Banco de España,
por la que se hacen públicos los cambios del euro corres-
pondientes al día 28 de enero de 2000, publicados por el
Banco Central Europeo, que tendrán la consideración de
cambios oficiales de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre la
introducción del euro.

CAMBIOS

1 euro = 0,9848 dólares USA.

1 euro = 103,74 yenes japoneses.

1 euro = 331,80 dracmas griegas.

1 euro = 7,4425 coronas danesas.

1 euro = 8,5240 coronas suecas.

1 euro = 0,60510 libras esterlinas.

1 euro = 8,0440 coronas noruegas.

1 euro = 35,750 coronas checas.

1 euro = 0,57600 libras chipriotas.

1 euro = 15,6466 coronas estonas.

1 euro = 255,33 forints húngaros.

1 euro = 4,0991 zlotys polacos.

1 euro = 200,2794 tolares eslovenos.

1 euro = 1,6121 francos suizos.

1 euro = 1,4178 dólares canadienses.

1 euro = 1,5178 dólares australianos.

1 euro = 1,9920 dólares neozelandeses.

Madrid, 28 de enero de 2000.—El Director general, Luis María Linde

de Castro.


